
 

 

 

 

MANIFIESTO DE USIPA EN DEFENSA DE LOS 

TRABAJADORES Y TÉCNICOS DE LA CONSEJERÍA DE 

DERECHOS SOCIALES 

 

La sección sindical de Derechos Sociales del sindicato USIPA manifiesta 

públicamente su apoyo, reconocimiento y respaldo a todos los profesionales que desempeñan 

su labor en los servicios de protección de menores y atención social del Principado de Asturias. 

Los recientes acontecimientos ocurridos en Oviedo, relacionados con la sustracción de 

una menor por parte de sus progenitores, han generado una importante repercusión mediática y 

social. Ante esta situación, desde USIPA, consideramos imprescindible defender la 

profesionalidad, el rigor técnico, la responsabilidad y el compromiso humano de los 

trabajadores y trabajadoras que intervienen diariamente en procedimientos especialmente 

complejos y delicados. 

USIPA quiere dejar claro que, las actuaciones desarrolladas por los servicios de 

protección de menores se realizan siempre dentro del marco legal vigente y conforme a protocolos 

técnicos, administrativos y judiciales estrictamente regulados. Entendemos que en ningún caso se 

adoptan decisiones de manera arbitraria o caprichosa. Toda actuación se da mediante 

procedimientos garantistas, evaluados por equipos multidisciplinares y sustentados en 

informes técnicos, seguimiento profesional y valoración continuada de cada situación familiar. 

Cualquier intervención de la Administración en este ámbito está presidida por el 

principio jurídico fundamental del interés superior del menor, recogido expresamente en la 

legislación estatal y autonómica. Asimismo, la normativa establece como criterio prioritario 

el mantenimiento o la reincorporación del menor a su entorno familiar siempre que existan 

las condiciones adecuadas para ello y se garantice plenamente su bienestar y seguridad. 

Por ello, queremos subrayar que el objetivo prioritario de los profesionales de la 

Consejería no es la separación familiar, sino precisamente la protección del menor y, siempre 

que las circunstancias lo permitan, la recuperación del entorno familiar mediante medidas de 

apoyo, acompañamiento, intervención socioeducativa, supervisión y protección. La reunificación 

familiar constituye, en numerosos casos, la finalidad última y primordial del sistema de 

protección, desarrollándose a través de procesos progresivos, supervisados y sometidos 

permanentemente a control legal, técnico y judicial. 

Recordar igualmente que los empleados públicos de esta Consejería desarrollan su 

trabajo bajo una enorme presión emocional, social y administrativa, enfrentándose 

diariamente a situaciones de extrema vulnerabilidad, conflicto familiar y riesgo para menores. 

Pese a ello, continúan desempeñando su labor con profesionalidad, responsabilidad y vocación 

de servicio público, garantizando derechos fundamentales de la infancia. 

Desde USIPA rechazamos cualquier señalamiento, descalificación o campaña de 

acoso dirigida contra trabajadores, técnicos o empleados públicos que ejercen, de manera 

ejemplar las funciones que legalmente tienen encomendadas. La crítica pública no puede 

convertirse en una herramienta de intimidación contra quienes trabajan en la protección social y 

la infancia, ni poner en riesgo la seguridad y dignidad profesional de los empleados públicos. 



 

 

Asimismo, reclamamos a la Consejería de Derechos Sociales que garantice los 

medios humanos, jurídicos, materiales y psicológicos necesarios para que los profesionales 

puedan desarrollar su trabajo con seguridad, respaldo institucional y recursos suficientes. 

La protección de la infancia constituye una responsabilidad colectiva y uno de los 

pilares fundamentales de cualquier Estado social. Defender a quienes trabajan diariamente en 

ella es también defender los servicios públicos, la legalidad y los derechos fundamentales de los 

menores.  

 

 


